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CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA

SALA JURISDICCIONAL DISCIPLINARIA

Bogotá D. C., siete de septiembre de dos mil once
Aprobado según Acta de Sala Nº. 085 de la fecha

Registro de proyecto el doce de julio de dos mil once
Magistrada Ponente: Doctora MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA

Rad. Nº 760011102000200400191 02

OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO

Sería el caso que la sala resolviera el grado jurisdiccional de consulta respecto de la sentencia proferida el 29 de abril de 2011, por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Valle del Cauca
, mediante la cual, sancionó con suspensión en el ejercicio de la profesión por el término de 3 meses a la abogadaLUZ DEL SOCORRO VÉLEZ DUQUE al encontrarla responsable de infringir lo dispuesto en el numeral 4º del artículo 54 del Decreto 196 de 1971, de no ser porque existe una nulidad que deberá ser decretada.

HECHOS Y ACTUACIÓN PROCESAL

Génesis de la presente actuación disciplinaria es la queja presentada por la abogada Myriam Lucia Gutiérrez Aguirre, quien en su condición de apoderada general del Banco del Estado S.A., denunció a su colega LUZ DEL SOCORRO VÉLEZ DUQUE, quien se encontraba vinculada mediante contrato de prestación de servicios con el Banco Uconal, -hoy Banco del Estado S.A.-, desde el 24 de febrero de 1997, y en tal virtud le fueron entregadas para su cobro 1.634 obligaciones, de las cuales, 1.345  presentaban saldo para el momento en el cual fueron devueltas –septiembre de 2000-.

En tal virtud algunos deudores exhibieron recibos correspondientes a abonos de sus respectivas deudas y que no habían sido reportados por la profesional del derecho a la entidad bancaria, pese a que en el contrato de prestación de servicios de la profesional se estipuló que ésta no podía recibir dinero directamente de los deudores.

Con fundamento en lo anterior la abogada VÉLEZ DUQUE fue requerida por el Banco del Estado, para que explicara lo acontecido, oportunidad en la cual, según la quejosa, aquella aceptó haber dispuesto del dinero y por ello acordaron que devolvería $8.815.854.oo, suma que respaldó con un pagaré, pero que para la fecha de la queja no había pagado.

ACTUACIÓN PROCESAL

De la investigación previa. El 1° de marzo de 2004
, se abrió la investigación previa, oportunidad en la cual se decretó la práctica de algunas pruebas
.

De la condición de abogada. Se acreditó la calidad de profesional del derecho de la doctora VÉLEZ DUQUE, quien se identifica con la Cédula de Ciudadanía Nº 31983642, tarjeta profesional Nº 64046 vigente
, y quien registra una sanción de suspensión por el término de 6 meses impuesta mediante sentencia del 11 de febrero de 2009 por la falta de que trata el numeral 4 del artículo 54 del Decreto 196 de 1971
. 

El 1° de abril de 2004, la doctora Gutiérrez Aguirre se ratificó del contenido de la queja génesis de la presente actuación disciplinaria.

De los cargos. Fueron proferidos a través de providencia del 30 de noviembre de 2005, imputando a la abogada LUZ DEL SOCORRO VÉLEZ DUQUE la presunta comisión de la falta descrita en el numeral 4 del artículo 54 del Decreto 196 de 1971, para lo cual se tuvo en cuenta que obraban en el expediente recibos en los que consta la entrega a la disciplinada por parte de su mandante de múltiples obligaciones para el cobro, respecto de las cuales recibió algunos abonos sin tener autorización para ello, y no lo entregó a su cliente, durante tan prolongado tiempo, de dónde se infirió que la disciplinada lo utilizó pues pese a que se comprometió a entregarlo no lo hizo
.

De la nulidad. El 25 de febrero de 2009
, esta Sala Jurisdiccional Disciplinaria, durante el trámite de la segunda instancia, correspondiente al grado jurisdiccional de Consulta de la sentencia sancionatoria del 2 de marzo de 2007, resolvió decretar la nulidad de lo actuado a partir de la notificación del pliego de cargos, pues se consideró que se había afectado el derecho a la defensa técnica de la abogada LUZ DEL SOCORRO VÉLEZ DUQUE.

Conforme a lo dispuesto por esta Superioridad, se surtió de nuevo el trámite de notificación del pliego de cargos y como no fue posible la comparecencia de la disciplinada le fue designado defensor de oficio, quien se posesionó el 9 de junio de 2010
.

De los descargos. Fueron recibidos el 28 de junio de 2010, en ellos el defensor de oficio afirmó que los hechos puestos de presente por la quejosa eran equivocados, además, solicitó tener en cuenta –para efectos de prescripción-, si su prohijada había devuelto el dinero, así como el acuerdo celebrado el 30 de mayo de 2001, y del que debe investigarse si la disciplinada cumplió.

Agregó que era relevante investigar si la disciplinada denunció a su secretaria por el presunto hurto del dinero, y tener en cuenta que no todos los recibos fueron suscritos por aquella
.

Dentro de la oportunidad procesal prevista para el efecto, el 16 de septiembre de 2010, el Magistrado instructor decretó la práctica de algunas pruebas
, agotada esta etapa se corrió traslado a los sujetos procesales para alegar de conclusión.

Concepto del Ministerio Público. El 24 de febrero de 2011, la señora Procuradora 67 para Asuntos Penales, solicitó le fuera impuesta sanción a la doctora VÉLEZ DUQUE, por cuanto “la abogada recibió el dinero y nunca realizó los correspondientes aportes ni rindió cuentas, no obstante de haber devuelto las cuentas, la gran mayoría con saldos pendientes de cobro, y si bien es cierto, aceptó su responsabilidad y propuso la devolución de las sumas de dinero apropiadas, era su deber rendir cuentas de su gestión y manejo de dineros, más aun cuando no estaba facultada para recibirlos”
.

Alegatos de conclusión. Mediante memorial del 25 de marzo de 2011
, el abogado defensor solicitó fallo absolutorio en favor de la abogada VÉLEZ DUQUE, pues considera que la comisión de la falta no está clara, como quiera que del material probatorio se infiere que la profesional del derecho fue víctima de un hurto por parte de su secretaria, en consecuencia, solicitó se respetara el principio de la presunción de inocencia, pues además, no se encontraba acreditado que la firma de los recibos era de su defendida.

SENTENCIA CONSULTADA

La Sala jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Valle del Cauca, mediante fallo proferido el 29 de abril de 2011
, decidió imponer sanción de suspensión en el ejercicio de la profesión por el término de 3 meses, a la abogada LUZ DEL SOCORRO VÉLEZ DUQUE, por infringir lo dispuesto en el numeral 4º del artículo 54 del Decreto 196 de 1971.

Respecto a la falta mencionada, consideró el Seccional de Instancia para mantener los cargos irrogados lo siguiente: 

“(…) De los documentos obrantes en el proceso, resulta claro, que efectivamente la disciplinada Luz Del Socorro Vélez Duque, suscribió un  contrato de prestación de servicios profesionales para el cobro de las obligaciones a favor del Banco Uconal, hoy Banestado, que posteriormente y en desarrollo de la actividad encomendada, aconteció lo siguiente: i) la litigante recibió abonos en dinero, que constituían parte de las obligaciones que los deudores habían contraído con el Banco y ii) que tales dineros no fueron entregados por parte de la profesional que benefició a éste último (Banestado).”


ACTUACIÓN DE LA SEGUNDA INSTANCIA

El expediente fue recibido en esta Corporación el 1° de julio de 2011, pasó al Despacho de quien funge como Ponente el día 6 de los mismos, mediante auto del día 19 siguiente se profirió auto ordenando acreditar los antecedentes disciplinarios de la abogada VÉLEZ DUQUE, correr traslado al Ministerio Público, fijación en lista y solicitar a la secretaría informe sobre sí por los mismos hechos se adelanta otra actuación disciplinaria.

Concepto del Ministerio Público. El pasado 12 de agosto la señora Viceprocuradora General de la Nación solicitó se declarara a nulidad de lo actuado a partir de la providencia del 30 de noviembre de 2005, por medio de la cual se profirieron cargos contra la disciplinada, pues considera que no fue notificada en debida forma como quiera que los telegramas fueron remitidos a las direcciones correspondientes a la residencia y oficina certificadas por la Unidad de Registro Nacional de Abogados y Auxiliares de la Justicia, pero no a la dirección que aparecía en el membrete de los documentos aportados con la queja.

Adicionalmente solicitó se declarara la prescripción de la acción disciplinaria, por cuanto considera que para la falta contra la honradez descrita en el numeral 4° del artículo 54 del Decreto 196 de 1971, no debe contarse el término de prescripción a partir de la devolución del dinero, “por cuanto el retardo en la entrega de esos dineros, podrían hacer que el cómputo para que prescriba la acción disciplinaria jamás se produzca”.
Para fundamentar su petición la representante del Ministerio Público se refirió a los principios de seguridad jurídica y de confianza legítima, y planteó los siguientes interrogantes:

“… la imposibilidad del togado para entregar los dineros, por una enfermedad, secuestro, cambio de domicilio y de país, verbigracia, harían imprescriptible la sanción? Acaso no cesa la obligación de entrega con la culminación del mandato por una cualquiera de las causales arriba indiciadas? Entonces por qué no pensar que el cómputo inicie cuando expiró el contrato? O cuando el abogado recibe el dinero aunque no lo haya trasladado aún a sus legítimos destinatarios?.

Recuérdese que de conformidad con el postulado de la favorabilidad que aplica para toda la materia sancionatoria y que se erige en una garantía correlativa al debido proceso, no sería esa una interpretación más acorde con el Poder Sancionatorio del Estado aplicable a los juristas?”

Cumplidas las anteriores diligencias, el expediente regresó al Despacho de quien funge como ponente, el 24 de agosto del año en curso.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

Esta Colegiatura  tiene  competencia  para conocer en segunda instancia las sentencias proferidas por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria de los Consejos Seccionales de la Judicatura, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 112 de la Ley 270 de 1996
; ahora bien, establecida la calidad de abogada en ejercicio de la disciplinada, procede esta Superioridad a adoptar la decisión que en derecho corresponde, no evidenciando irregularidad alguna que pueda viciar de nulidad lo actuado.

De entrada observa la Sala que le asiste la razón a la representante del Ministerio Público cuando manifiesta que existe una nulidad procesal que debe ser decretada, pues revisado el expediente efectivamente se advierte que las comunicaciones enviadas a la doctora LUZ DEL SOCORRO VÉLEZ DUQUE orientadas a notificarle el pliego de cargos proferido el 30 de noviembre de 2005 por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Valle del Cauca fueron remitidas únicamente a las direcciones que certificó la Unidad del Registro Nacional de Abogados y no a otra de las direcciones conocidas en el expediente, como lo es la que se encuentra inscrita en los membretes delos documentos anexos a la queja los cualesfueron suscritos por la profesional del derecho.

Precisamente, dichos documentos corresponden a comunicaciones suscritas por la doctora VÉLEZ DUQUE y en la parte inferior refiere los siguientes datos: Calle 5 No. 38-25 oficina 217, teléfono 6841560, en tanto que las comunicaciones a efectos de notificar la mencionada providencia fueron remitidas a la calle 9 No. 5 – 72 oficina 201 y a la carrera 60 A No. 11 – 47, todas de la ciudad de Cali, --estas últimas corresponden a las direcciones que aparecían en la Unidad del Registro Nacional de Abogados--.

Sobre el particular llama la atención de la Sala que pese a ya haberse decretado la nulidad de la actuación procesal por violación del derecho de defensa técnica de la abogada VÉLEZ DUQUE, se rehiciera el trámite con idéntica falencia en el envío de las comunicaciones y que en tal virtud la disciplinada debiera ser declarada persona ausente, lo cual puede ser debido a que no esté enterada de la existencia de la presente actuación disciplinaria.

Adicionalmente, la providencia de cargos data del 30 de noviembre de 2005, época para la cual no existía el actual Código Disciplinario de los Abogados que consagra de manera taxativa el deber de los profesionales del derecho de actualizar su domicilio ante la Unidad del Registro Nacional de Abogados. 

Así las cosas, esta Superioridad no puede dejar pasar por alto esta irregularidad en el trámite de notificación del pliego de cargos, concretada en el hecho de haberse omitido el envío de la comunicación a una dirección conocida en el expediente, esto es, informada por al Juez disciplinario.

Precisamente el artículo 90 del Decreto 196 de 1971, en virtud del cual se tramitó la presente actuación disciplinaria, dispone:

“En lo no previsto en el presente Título se aplicarán las normas pertinentes del Código de Procedimiento Penal”

Por su parte la Ley 600 de 2000 consagra lo siguiente:

“Artículo 179. Por estado. Cuando no fuere posible la notificación personal a los sujetos procesales, se hará la notificación por estado que se fijará tres (3) días después, contados a partir de la fecha en que se haya realizado la diligencia de citación efectuada por el medio más eficaz o mediante telegrama dirigido a la dirección que aparezca registrada en el expediente, citación que deberá realizarse a más tardar el día siguiente hábil a la fecha de la providencia que deba ser notificada. El estado se fijará por el término de un (1) día en secretaría y se dejará constancia de la fijación y desfijación.” (Negrilla fuera de texto)

A su vez el Código de Procedimiento Civil, dispone en su artículo 315 el trámite de la notificación personal, consagrando:

“Dicha comunicación deberá ser enviada a la dirección que le hubiere sido informada al Juez de conocimiento como lugar de habitación o de trabajo de quien debe ser notificado personalmente. Si se trata de persona jurídica de derecho privado con domicilio en Colombia, la comunicación se remitirá a la dirección que aparezca registrada en la Cámara de Comercio o en la oficina que haga sus veces.” (Negrilla fuera de texto)

En concordancia con lo expuesto y de acuerdo con el artículo 457 del Código de Procedimiento Penal, deberá decretarse la nulidad de lo actuado a partir de las notificaciones de la providencia del 30 de noviembre de 2005 puesto que esta norma dispone lo siguiente: 

“Artículo 457. Nulidad por violación a garantías fundamentales. Es causal de nulidad la violación del derecho de defensa o del debido proceso en aspectos sustanciales.
(…)” (Subrayas extratexto) 

Esta disposición, además, debe armonizarse con el mandato imperativo del artículo 29 constitucional: 

“(…) Nadie podrá ser juzgado sino conforme a las leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio (…)” 

En suma, como quiera que se omitió enviar comunicación a una de las direcciones conocidas en el expediente para notificar la providencia del 30 de noviembre de 2005, coartándole a la inculpada el derecho al debido proceso,  concomitantemente con los derechos de defensa y de contradicción,se incurrió en causal de nulidad que deberá decretarse, para que la SalaA quo rehaga el procedimiento a partir de las diligencias posteriores a la emisión de dicho auto de cargos, con la salvedad de que toda la prueba recaudada durante la actuación conserva plena validez. 

En segundo lugar, la representante del Ministerio Público solicitó se declarara la prescripción de la acción disciplinaria, por cuanto considera que la posición jurídica que ha venido sosteniendo esta Sala Jurisdiccional Disciplinaria es errada y vulnera principios como los de seguridad jurídica y confianza legítima, sin embargo, esta Colegiatura ha sido consecuente en la creación de su jurisprudencia al considerar que las faltas disciplinarias permanentes como la utilización del dinero, bieneso documentos recibidos por cuenta del cliente sólo deja de cometerse en el instante en el cual el sujeto disciplinable deja de utilizarlos.

Por ello no es de recibo el argumento planteado por el Ministerio Público puesto que no puede desconocerse que el Legislador distinguió entre las faltas de consumación instantánea y las de tracto sucesivo, y en el mismo sentido el Juez disciplinario como intérprete de la norma debe hacer el tratamiento a efectos de establecer el inicio del conteo del término de prescripción, por ello en tratándose de una falta continuada, si el abogado prolonga su comportamiento reprochable por un tiempo excesivo la consecuencia que le corresponde es precisamente que sólo a partir del último acto constitutivo de falta inicie el conteo prescriptivo, y si decidió no cesar en su consumación, esto es permanecer en violación de sus deberes pues necesariamente asume los efectos de su prolongado y dañino comportamiento, cuales son la vigencia de la acción disciplinaria y la posibilidad de que el Estado ejerza la facultad sancionadora.

Aceptar la tesis de que el abogado que utiliza los documentos, bienes o dinero recibidos por cuenta de su cliente sólo puede estar incurso en falta hasta el momento cuando se termina el contrato de mandato, resulta contrario al propósito de la acción disciplinaria, pues precisamente este hecho pudo haber sido la causa para la extinción del contrato y ello no puede considerarse como la consumación de la falta, en este punto se pregunta la Sala¿acaso con la terminación del contrato el abogado deja de utilizar los bienes, documentos o dinero de su cliente?, la respuesta es no, pues se insiste, es un comportamiento que se prolonga en el tiempo de manera autónoma al contrato  y en tal virtud no puede el sujeto disciplinable trasladarle al Estado las consecuencias nocivas de su conducta continuada, es decir, si no deja de utilizar tales bienes seguirá cometiendo día a día la falta.
En consecuencia de lo anterior se negará la declaratoria de prescripción de la acción disciplinaria, pues como se expuso, mientras la doctora VÉLEZ DUQUE permanezca en falta no ha iniciado el término previsto legalmente para que opere este fenómeno jurídico.
Con fundamento en las anteriores consideraciones, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, en uso de sus facultades legales y constitucionales,
RESUELVE

PRIMERO. NEGAR LA DECLARATORIA DE PRESCRIPCIÓN de la acción disciplinaria, solicitada por la representante del Ministerio Público, de acuerdo a lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.
SEGUNDO. DECRETAR LA NULIDAD de lo actuado, por violación de los derechos del debido proceso y de defensa, a partir inclusive, de las diligencias de notificación del pliego de cargos del 30 de noviembre de 2005,conforme a lo motivado en éste proveído. En consecuencia, remítase el expediente a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria de primera instancia, para que se rehaga el procedimiento, dando cumplimiento a lo aquí dispuesto. 

CÓPIESE, COMUNÍQUESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
HENRY VILLARRAGA OLIVEROS           
Presidente

JOSE OVIDIO CLAROS POLANCO      JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ

                 Vicepresidente

                      Magistrada

ANGELINO LIZCANO RIVERA        MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA        

                   Magistrado             
                              Magistrada

JORGE ARMANDO OTÁLORA GÓMEZ

Magistrado

PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO

Magistrado

YIRA LUCÍA OLARTE ÁVILA

Secretaria Judicial
Este documento fue creado a partir del original obtenido en el Consejo Superior de la Judicatura.
�  Magistrado ponente Victor Humberto Marmolejo Roldán en Sala con Carlina Mireya Varela Lorza.


� Fol. 64 C. O


�  Se decretaron como pruebas: Solicitar los antecedentes disciplinarios de la abogada VÉLEZ LÓPEZ, escucharla en versión libre y recepcionar la ampliación de queja.


� Folio 74 C. O


�  Folio 217 C. O: La anotación que le aparece es por haber incurrido en falta del artículo 54-4 del Decreto 196 de 1971, con suspensión por el término de 6 meses, pero le fue impuesta mediante sentencia del 11 de febrero de 20009, es decir, cuando la presente falta ya se había empezado a consumar.


�Fols. 87 – 92 C. O


�Fols. 20 – 29 C. Anexo


� Fol. 189 C. O


� Folios 191 – 193 C. O


� Folio 200 C. O: Oficiar al bando del Estado para que certificara si en los procesos que llevaba la abogada VÉLEZ DUQUE se encontraba autorizada para realizar los gastos, certificara igualmente si la disciplinada dio explicación sobre la suma adeudada $8.815.854.oo, y si pagó dicho dinero, oficiar a la Registraduría del Estado Civil para que certifique si la disciplinada aún figura como ciudadana activa y escuchar la versión libre de ésta.


� Folio 215 C. O


� Folios 220 – 224 C. O


� Folios 228 – 240 C. O


�Folio 235 C. O


� Art. 112. Funciones de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura. Corresponde a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura: 4. Conocer de los recursos de apelación y de hecho, así como de la consulta, en los procesos disciplinarios de que conocen en primera instancia las Salas Jurisdiccionales Disciplinarias de los Consejos Seccionales de la Judicatura.





